
C.A. de Temuco

Temuco, tres de septiembre de dos mil veintid só .

VISTO:

A folio N 1-2022, comparece RODRIGO ROMAN ANDO E,° Ñ  

defensor  penal  privado,  en  representaci n  de  HECTOR  JAVIERó  

LLAITUL CARRILLANCA, actualmente bajo la medida cautelar de 

prisi n preventiva, en causa RIT 1423-2022, seguida ante el Juzgadoó  

de  Garant a  de  Temuco,  quien  interpone  acci n  constitucional  deí ó  

amparo en contra de la resoluci n de fecha 25 de agosto de 2022,ó  

pronunciada  por  la  magistrada  do a  LETICIA  RIVERA  REYES,ñ  

quien en audiencia de formalizaci n decret  la prisi n preventiva deló ó ó  

amparado,  sin cumplir  con su obligaci n de fundamentaci n en losó ó  

t rminos del  art culo 143 del  C digo Procesal  Penal,  en relaci n  alé í ó ó  

art culo 36 del mismo c digo.í ó

Funda su acci n en que como es de p blico conocimiento, eló ú  

pasado 24 de los corrientes el amparado fue detenido en la ciudad de 

Ca ete y conducido al cuartel de la PDI de la ciudad de Temuco, parañ  

luego ser formalizado, al d a siguiente, ante el juzgado de la recurrida.í

La detenci n y posterior formalizaci n citada fue profusamenteó ó  

tratada por los medios de comunicaci n, todo lo cual abona a la tesisó  

de estar en presencia de una nueva operaci n pol tica en contra deló í  

amparado, a lo que se suman las presiones que por aquellos medios se 

desplegaron desde hace al menos un mes, antes de la citada detenci nó

En  la  audiencia  de  rigor,  la  magistrada  recurrida  decret  laó  

medida cautelar de prisi n preventiva, pese a que;ó

I.- Ella misma hab a librado la orden detenci n del art culo 127í ó í  

del C.P.P., el d a antes, encontr ndose, seg n esta defensa, inhabilitadaí á ú  

para conocer del asunto, conforme lo previene el art culo 196 N 10 delí °  

COT, afect ndose con ello, el derecho a un juez imparcial, situaci ná ó  

que, por los plazos vigentes, a n se encuentra pendiente.ú

II.- Se refiri  a hechos que tuvieron ocasi n de ocurrir fuera deló ó  

territorio jurisdiccional de su competencia, tampoco acumulables seg nú  
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lo dispone el art culo 27 letra b) de la ley 12.927, afect ndose con elloí á  

el derecho al juez natural.

III.-  No  expres  los  fundamentos  que  sostienen  tan  dr sticaó á  

decisi n seg n lo ordenan los art culos 36 y 143 del C.P.P.ó ú í

Para mejor comprensi n, aborda por separado cada uno de losó  

puntos se alados, a saber;ñ

I.- El pasado 24 de agosto de 2022, el Ministerio P blico solicitú ó 

la detenci n del amparado, solicitud que r pidamente fue resuelta eló á  

mismo  d a  por  la  Magistrada  recurrida,  solicitud  que  contieneí  

exactamente  los  mismos  fundamentos  de  la  posterior  formalizaci n.ó  

Aquello  motiv  promover  el  incidente  de  recusaci n  amistosa  deló ó  

art culo 124 del C.P.C., basado en lo dispuesto en el art culo 196 N 10í í °  

del  COT,  el  cual  fue  rechazado  por  la  magistrada  recurrida, 

encontr ndose pendientes los plazos para su definitiva resoluci n.á ó

La  circunstancia  de  no  haberse  inhabilitado  la  magistratura 

se alada importa una afectaci n al derecho al Juez imparcial, cual es,ñ ó  

uno de los primeros y principales derechos que conforman el debido 

proceso; obviamente si decret  la detenci n judicial el d a antes, conó ó í  

id nticos  antecedentes,  carec a  de  la  imparcialidad  necesaria  paraé í  

pronunciarse respecto del r gimen cautelar que se solicitar a.é í

II.- La ley penal especial 12.927 establece reglas de competencia 

que, precisamente por el principio de especialidad, tienen preeminencia 

respecto de las reglas generales de competencia contenidas en el COT.

En efecto, el art culo 27 letra b) de la citada ley establece que seí  

podr n  acumular  investigaciones,  siempre  que  todas  ellas  sean  seá  

persigan delitos previstos en dicha ley, cual no es el caso de marras, 

habida consideraci n que los supuestos delitos de usurpaci n, hurto yó ó  

atentado a la autoridad que se le imputa a mi representado, tuvieron 

ocasi n  de  ocurrir  en  territorios  jurisdiccionales  diversos  a  los  deó  

competencia de la Jueza recurrida.

Encontramos aqu  entonces  otra afectaci n  al  debido proceso,í ó  

cual es,  la  transgresi n al  derecho al  Juez natural,  toda vez que laó  
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magistrada recurrida carec a de la competencia para conocer de esosí  

asuntos, torn ndose con ello, asimismo, en ilegal la decisi n adoptada.á ó

III.- Lo que es m s determinante a n, el acto arbitrario e ilegalá ú  

recurrido,  con  apariencia  de  resoluci n  judicial,  no  cumple  con  eló  

deber de fundamentaci n en los t rminos que ordenan los art culos 36ó é í  

y 143, ambos del C.P.P., especialmente en lo relativo a la expresi n deó  

motivos de la concurrencia de los requisitos del art culo 140 del mismoí  

cuerpo legal, que autorizan decretar la m s aguda de las cautelares.á

As , el  amparado fue formalizado por cinco hechos,  siendo elí  

Hecho  N 1  calificado  jur dicamente  como  aquellos  previstos  y° í  

sancionados en el art culo 6 , letra c) de la ley 12.927; los Hechos N 2í ° °  

y N 5, calificados jur dicamente como aquellos previstos y sancionados° í  

en el art culo 6 , letra f) de la ley 12.927; el Hecho N 3, calificadoí ° °  

jur dicamente como constitutivo de los delitos de usurpaci n violentaí ó  

del art culo 457 del C.P. y atentado contra la autoridad del art culoí í  

261, en relaci n con el art culo 262, ambos del C digo Penal; por suó í ó  

parte, el Hecho N 4, fue calificado como constitutivo de los delitos de°  

usurpaci n,  hurto y atentado contra la  autoridad,  contenidos en losó  

art culos 457, 446 y 261, en relaci n con el 262, todos del C.P.í ó

Respecto de los delitos de la ley de seguridad del estado, esto es, 

los Hechos 1, 2 y 5, la Magistrada recurrida dice que se configura la 

concurrencia  de  los  presupuestos  materiales  de  las  letras  a  y  b  del 

art culo 140 del C.P.P. sin se alar las razones para ello, dado que seí ñ  

limita a reproducir parcialmente los hechos y fundamentos contenidos 

en la solicitud de detenci n, contenidos que como se dijo, ser an losó í  

mismos por los cuales fuera posteriormente formalizado el amparado.

Respecto de la letra a) del art culo 140 del C.P.P., se limita aí  

se alar  que  como  la  citada  ley  establece  en  su  art culo  6  queñ í °  

determinados delitos que afectan el orden p blico se encuentran allú í 

sancionados, la conducta imputada al amparado encontrar a asilo ení  

dicha norma, no haci ndose cargo de fundar por que dicha conductaé  
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afectar a el orden p blico dentro de dicho contexto y no en t rminosí ú é  

generales y comunes como lo establece el derecho penal com n.ú

El bien jur dico protegido por la citada ley, desde luego y desdeí  

su  creaci n,  dice  relaci n  con  la  estabilidad  democr tica,  con  laó ó á  

seguridad  del  estado,  con  la  continuidad  del  gobierno 

constitucionalmente  elegido,  m s  no,  con  los  conflictos  entreá  

particulares  o  de  otras  situaciones  que  se  encuentran  cubiertas 

perfectamente  por  las  disposiciones  contenidas  en  el  derecho  penal 

com n.ú

Ni  una  sola  palabra,  pese  a  que  la  fiscal a  fue  majadera  ení  

se alar  que  el  amparado  habr a  incitado  de  manera  indirecta  a  lañ í  

comisi n de delitos, la Magistrada recurrida afirma que, conforme aló  

contenido de las publicaciones de prensa exhibidas, m s el contenidoá  

de  las  arengas  realizadas  por  el  amparado,  se  confirmaba  la 

concurrencia  de  los  antecedentes  que  justifican  la  existencia  de  los 

delitos  imputados.  Lo  mismo  se  observa  respecto  de  los  delitos  de 

apolog a que al amparado se le imputan. Ni un solo fundamento deí  

porque concurrir an lo presupuestos que justificar an la existencia delí í  

delito

Dada  la  gravedad  de  aquellos,  es  menester  esperar  que  las 

magistraturas funden sus resoluciones, m xime si estamos en presenciaá  

de una herramienta de derecho penal pol tico, cuyo uso y legitimidadí  

exige, al menos, dicha expresi n de motivos.ó

Respecto de la letra b) del art culo 140 del C.P.P., esto es laí  

participaci n punible, la Magistrada recurrida se limita a se alar queó ñ  

ella  concurre  con  la  circunstancia  que  no  fue  debatido  que  el 

amparado habr a dicho lo que dicen que dijo, a lo que le suma, laí  

circunstancia que efectivamente luego de aquellos  dichos se habr aní  

verificados eventos delictivos como consecuencia de los delitos que se le 

imputan al  amparado.  Como la Magistrada recurrida llega a dicha 

conclusi n, la verdad no los sabemos, la resoluci n dictada y recurridaó ó  

no  contiene  la  expresi n  de  motivos  que  se  tuvieron  a  la  vista.ó  
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Reiteramos, se limit  a reproducir lo contenido en la solicitud de ordenó  

de detenci n a ella solicitada y por ella misma librada.ó

Por su parte y en lo que dice relaci n con los delitos de losó  

Hechos  3  y  4,  relativos  a  usurpaci n,  hurto  y  atentado  contra  laó  

autoridad,  la  Magistrada  recurrida  se  limita  a  se alar,  tal  cual  señ  

contiene en la varias veces citada solicitud de orden de detenci n, queó  

las escuchas telef nicas, la georreferenciaci n del tel fono del amparadoó ó é  

y el testimonio de un testigo secreto, ex funcionario de carabineros, 

ser an suficientes para tener por establecidas las letras a y b del art culoí í  

140  del  C.P.P,  sin  se alar,  asimismo,  por  que  dichos  antecedentesñ  

tendr an dicha suficiencia.í

Respecto de la concurrencia de la letra c) del art culo 140 delí  

C.P.P., la recurrida se limita a se alar que por el c mulo de delitos queñ ú  

se le imputan, sumada a la gravedad de la pena, podr a pronosticarseí  

una pena no menor a la de presidio mayor en su grado m nimo, noí  

se alando  que  reglas  de  determinaci n  de  pena  fundar an  dichañ ó í  

posibilidad.

 Forma en la que esta resoluci n es contraria a la ley y afecta aló  

derecho a la libertad personal y seguridad individual del amparado, 

derechos consagrados en el art. 19 N  7 de la Constituci n Pol tica del° ó í  

Estado.

Indica que la resoluci n que se impugna mediante esta acci n deó ó  

amparo ha sido expedida en forma ilegal, afectando el derecho a la 

libertad  personal  consagrado  en  el  art.  19  N 7  de  la  Carta°  

Fundamental,  toda vez que sta  no ha sido dictada en los  casos  yé  

formas determinados en la ley como lo dispone la letra b) del art. 19 

N 7 de la Constituci n Pol tica del Estado. La mencionada resoluci n° ó í ó  

no  se  ajusta  a  la  ley,  puesto  que  es  carente  de  fundamentaci nó  

deviniendo por tanto en ilegal, vulner ndose a su respecto los art culosá í  

36, 122, 139, 140 y 143 del C digo Procesal Penal.ó

Se infringen los art culos 36  y 143  del c digo procesal penal:í ° ° ó  

tales  preceptos  legales  imponen  al  tribunal  que  dicta  la  prisi nó  
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preventiva, el deber de fundamentar tal decisi n, enunciado la formaó  

en la que dicha fundamentaci n debe estar presente. El art culo 36 ,ó í °  

inciso primero, es claro en se alar que la fundamentaci n expresarñ ó “ á 

sucintamente, pero con precisi n, los motivos de hecho y de derechoó  

en  que  se  basaren  las  decisiones  tomadas .  Es  decir,  la  primera”  

exigencia que el legislador impuso a los tribunales, fue la de expresar“ ” 

los motivos de hecho y de derecho en que basan sus decisiones. Por 

expresar ,  el  Diccionario  de  la  Real  Academia  Espa ola  entiende“ ” ñ  

Manifestar  con palabras,  miradas  o gestos  lo  que se  quiere  dar  a“  

entender .  En  este  caso,  la  Jueza  a  quo  deb a  manifestar  en  la” í  

resoluci n impugnada los motivos de hecho y derecho para decretar laó  

prisi n preventiva, lo que no ocurri .ó ó

Es  de  esta  manera  como el  deber  de  fundamentaci n  de  lasó  

resoluciones judiciales est  establecido claramente en nuestra legislaci ná ó  

procesal penal desde el art culo 36  del C digo Procesal Penal. Estaí ° ó  

norma tiene el prop sito de impedir pr cticas de fundamentaci n deó á ó  

resoluciones en t rminos formales, permitiendo a los intervinientes elé  

saber  por  qu  la  magistratura  resolvi  en  determinada  forma.“ é” ó  

Cumpliendo de esta forma las resoluciones, efectos socializadores, en 

los intervinientes, y en la misma magistratura al permitir la creaci n deó  

una  jurisprudencia  que  d  certeza  y  seguridad  jur dica  a  losé í  

ciudadanos. Este deber, se reitera al momento de regular las medidas 

cautelares  personales.  De  esta  forma  el  art culo  122  en  su  incisoí °  

segundo establece un principio b sico en materia de medidas cautelaresá  

personales;  Estas  medidas  ser n  siempre  decretadas  por  medio  de“ á  

resoluci n judicial fundada  Debe considerarse, adem s, lo dispuesto enó ” á  

el art culo 143  del C digo Procesal Penal, norma que contiene unaí ° ó  

obligaci n especial para los tribunales en materia de prisi n preventiva,ó ó  

que refuerza el deber de fundamentaci n exigido por ley: Art. 143.ó “  

Resoluci n  sobre  la  prisi n  preventiva.  Al  concluir  la  audiencia  eló ó  

tribunal se pronunciar  sobre la prisi n preventiva por medio de unaá ó  

resoluci n fundada, en la cual expresar  claramente los antecedentesó á  
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calificados que justificaren la decisi n . En consecuencia, trat ndose deó ” á  

la prisi n preventiva, ya no basta con la expresi n de los motivos deó ó  

hecho y derecho,  sino que adem s deben expresarse  claramente losá  

antecedentes calificados que justifican la decisi n, es decir el legisladoró  

ha  reforzado  el  deber  de  fundamentaci n  imponiendo  mayoresó  

exigencias, desde que debe expresar no solo los hechos y el derecho 

sino que los antecedentes calificados  (en su sentido natural y obvio se“ ”  

traduce en que tiene todos los requisitos necesarios , acepci n 2  del“ ” ó °  

t rmino calificado, Diccionario de la Real Academia Espa ola). Cabeé ñ  

tener  presente,  que  la  ley  proscribi  la  t cnica  del  reenvi  paraó é ó  

justificar una decisi n judicial, puesto que el art culo 36  del c digo deó í ° ó  

enjuiciamiento penal, en su inciso 2 , se ala que la simple relaci n de° ñ “ ó  

los  documentos  del  procedimiento  o  la  menci n  de  los  medios  deó  

prueba o solicitudes de los intervinientes no sustituir  en caso alguno laá  

fundamentaci n .  Por  ende,  toda menci n  a  la  senda  informaci nó ” ó “ ó  

entregada  por  uno  de  los  intervinientes,  o  la  enunciaci n   sin” ó –  

desarrollo  alguno  de los  criterios  contemplados  en la  letra  c)  del–  

art culo 140 del c digo adjetivo, no satisfacen el deber de motivaci ní ó ó  

impuesto a los  jueces  por  el  legislador.  A su turno,  el  mensaje  del 

C digo Procesal Penal respecto a la fundamentaci n de las resolucionesó ó  

y  la  modificaci n  del  sistema  de  valoraci n  de  la  prueba  se ala:ó ó ñ  

Paralelamente  al  reconocimiento  de  la  libertad  del  Juez  para“  

valorizaci n de la prueba, se enfatiza la necesidad de la explicitaci nó ó  

de los razonamientos utilizados para el establecimiento de los hechos a 

partir de los diversos medios. Esta fundamentaci n debe constituirse enó  

una de las exigencias m s rigurosas para los jueces como nico modoá ú  

de garantizar el posterior control de sus decisiones, tanto por parte de 

los tribunales que conozcan de los recursos en contra de la sentencia 

como por parte  del  conjunto de la  sociedad.  Lo expuesto en este”  

Habeas Corpus ha sido recogido por la Excelent sima Corte Suprema,í  

en sentencia de septiembre 10 de 2014, rol 23.772-14 que acogiendo 

una acci n constitucional de amparo en sus fundamentos primero yó  
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segundo  se alan  lo  siguiente:  1.  Que  de  conformidad  con  lo  queñ “  

disponen los art culos 36 y 143 del c digo procesal penal, la necesidadí ó  

de fundamentaci n de las resoluciones judiciales, en particular aquellaó  

que ordena la prisi n preventiva, constituye una garant a consagradaó í  

en  favor  del  imputado para conocer  a  cabalidad  los  motivos  de la 

decisi n  que  lo  priva  de  libertad,  y  que  encuentra  reconocimientoó  

constitucional en el art culo 19 N 3 inciso 5 de la Constituci n Pol ticaí ° ó í  

de  la  Rep blica.  2.  Que dicha fundamentaci n  no se  satisface  conú ó  

referencias  formales  a  que  las  circunstancias  tenidas  a  la  vista  al 

momento de imponer la medida cautelar de prisi n preventiva a la queó  

se encuentra sujeto el imputado, ni con la mera enunciaci n de citasó  

legales si no se dota de contenido a la decisi n en t rminos de indicar,ó é  

en cada caso y con precisi n, cu les son los fundamentos de hecho yó á  

derecho que fundan las decisiones adoptadas.  El incumplimiento de”  

fundamentaci n, como ocurre en el caso de marras, torna la decisi nó ó  

en ilegal, afectando la libertad personal y seguridad individual.

A  mayor  abundamiento  y  tal  cual  se  indic ,  esta  defensaó  

impugn  todos los presupuestos de la prisi n preventiva, esto es, lasó ó  

letras a), b) y c) del art culo 140 del C digo Procesal Penal.í ó

Todo lo anterior se ve reforzado por lo expuesto por la CIDH, 

numeral 311 letra b) del Fallo Norin Catriman y Otros V/S Chile, en 

que como en otros muchos fallos de la CIDH, se se ala que para queñ  

se  pueda  disponer  la  prisi n  preventiva  los  antecedentes  en que seó  

funda esta solicitud deben ser: Suficientes: Para disponer y mantener“  

medidas como la prisi n preventiva deben existir elementos probatoriosó  

suficientes  que  permitan  suponer  razonablemente  que  la  persona 

sometida  a  proceso  ha  participado  en  el  il cito  que  se  investiga.í  

Verificar este presupuesto material constituye un primer paso necesario 

para  restringir  el  derecho a  la  libertad  personal  por  medio de una 

medida  cautelar,  pues  si  no  existiesen  m nimamente  elementos  queí  

permitan  vincular  a  la  persona  con  el  hecho  punible  investigado, 

tampoco habr  necesidad de asegurar los fines del  proceso. Para laá  
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Corte, la sospecha tiene que estar fundada en hechos espec ficos, estoí  

es, no en meras conjeturas o intuiciones abstractas  cuesti n que no se” ó  

puede  considerar  cumplida,  si  solo  se  presenta  en  estrados  simples 

conjeturas o suposiciones, tales como las expuestas.

PROCEDENCIA DE LA ACCI N CONSTITUCIONAL DEÓ  

AMPARO.

Sostiene que es procedente la acci n constitucional de amparo enó  

el caso de marras, al tenor claro de lo dispuesto en el art culo 21 de laí  

Constituci n  Pol tica,  en  relaci n  con  el  art culo  19  N  7  b)  queó í ó í °  

expresa  Nadie  puede  ser  privado  de  su  libertad  personal  ni  sta“ é  

restringida  sino  en  los  casos  y  en  la  forma  determinados  por  la 

Constituci n  y las  leyes .  Surge la  acci n  constitucional  de amparoó ” ó  

entonces, como el remedio adecuado y oportuno para poner fin a los 

actos  y  decisiones  que  afecten  tales  derechos,  cuando  en  dichos 

dict menes aparezca de manifiesto y sea ostensible que los antecedentesá  

que le sirven de fundamento no se corresponden con el ordenamiento 

jur dico vigente. Confirma este aserto, lo dispuesto en el P rrafo 4  delí á °  

T tulo IV del Libro I del Estatuto Procesal Penal, que al regular elí  

amparo  ante  el  juez  de  garant a,  dispone  que:  si  la  privaci n  deí “ ó  

libertad hubiere sido ordenada por resoluci n judicial, su legalidad s loó ó  

podr  impugnarse por los medios procesales que correspondan ante elá  

tribunal que la hubiere dictado, sin perjuicio de lo establecido en el 

art culo 21 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica . De modo talí ó í ú ”  

que la presente v a constitucional siempre resulta procedente, cuandoí  

se  afecte  la  libertad  personal  con  infracci n  a  lo  establecido  en  laó  

Constituci n y las  leyes  Por ltimo debemos tener presente que eló ” ú  

art culo 19 N  26 de la Carta Fundamental establece la seguridad deí °  

que los preceptos legales que limiten las garant as establecidas en laí  

misma,  no  pueden  afectar  los  derechos  en  su  esencia,  ni  imponer 

condiciones que impidan su libre ejercicio.

 A todo, abona la circunstancia que en nuestro medio, la tutela 

judicial y el derecho al debido proceso, adem s de ser principios queá  
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informan nuestro ordenamiento jur dico, est n fuertemente reforzadosí á  

por  lo  resuelto  por  la  Corte  Suprema en  autos  rol  5972-2017,  los 

cuales se alan que la acci n intentada es procedente incluso para elñ ó  

caso  de  resoluciones  judiciales,  que  bajo  esa  apariencia,  constituyen 

actos arbitrarios e ilegales remediables, precisamente, a trav s de esteé  

instrumento, siendo, como lo ha dicho la misma m xima magistratura,á  

el nico eficaz para proteger a los individuos de atentados en contra deú  

su libertad personal y seguridad individual, cual es el caso de marras.

FORMA  COMO  SE  VE  AMENAZADA  LA  LIBERTAD 

PERSONAL Y SEGURIDAD INDIVIDUAL DEL AMPARADO.

Todas  las  razones  antes  expuestas,  demuestran  que la  prisi nó  

preventiva que se decret  el pasado 25 de los corrientes por la Juezaó  

del Juzgado de Garant a de Temuco, es ilegal y priva en ese car cter elí á  

derecho constitucional del amparado, a su libertad personal y seguridad 

individual.  Se ha  explicado  de forma medianamente  pormenorizada 

c mo es que se re nen todos los requisitos de la acci n constitucionaló ú ó  

de amparo. De mantenerse lo hasta ahora resuelto, el amparado, en 

prisi n preventiva en la actualidad, se le priva del derecho a conoceró  

los  fundamentos  por  los  cuales  un  Tribunal  de  la  rep blica  haú  

decretado  la  privaci n  de  libertad  en  su  contra.  Procede  entoncesó  

acoger el amparo solicitado y restablecer el imperio del derecho, en la 

especie, haciendo cesar su prisi n preventiva.ó

Pide ordenar se deje  sin efecto la  medida cautelar  de prisi nó  

preventiva, a fin de restablecer el imperio del derecho, todo, conforme 

a los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho, expuestos.

EN SUBSIDIO: Ante el improbable evento de no acogerse lo 

propuesto precedentemente,  solicito se ordene el  traslado de unidad 

penal  del  amparado  desde  el  CCP  Bio-Bio,  lugar  en  el  cual  se 

encuentra cumpliendo su prisi n preventiva, hacia el CDP Temuco,ó  

m dulo comuneros, por ser el amparado miembro del pueblo naci nó ó  

mapuche, por corresponderse aquello con lo que disponen los art culosí  

52  y  54  del  D.S.  N  518,  que  establece  el  Reglamento  de° ° °  
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Establecimientos  Penitenciarios,  el  Convenio  169  y  diversos  otros°  

instrumentos internacionales que refieren la pertinencia y plausibilidad 

de lo solicitado.

Diversas  resoluciones  en  esa  direcci n  ha  dictado  la  Excma.ó  

Corte  Suprema,  las  cuales  junto  con  armonizar  la  autonom a  deí  

GENCHI y la autoridad de la jurisdicci n, abonan a lo peticionado,ó  

esto es,  ordenar el  ingreso del  amparado al  m dulo comuneros deló  

CDP  Temuco,  lugar  especialmente  habilitado  para  albergar  a 

imputados de las caracter sticas del amparado.í

A folio N 2-2022 se hace parte el Ministerio P blico.° ú

A folio  N 6-2022  se  hace  parte  el  Ministerio  del  Interior  y°  

Seguridad P blica.ú

A folio N 8-2022 se hace parte el abogado Manquel Eduardo°  

Llanos Lagos por la parte querellante.

A folio  N 9-2022 evacua  informe do a  Leticia  Rivera  Reyes,° ñ  

Jueza Titular del Juzgado de Garant a de Temuco, quien indica queí  

tal como lo consagra el art culo 21 de la Constituci n Pol tica de laí ó í  

Rep blica, puede interponer el presente recurso: Todo individuo que seú  

hallare arrestado, detenido o preso con infracci n de lo dispuesto en laó  

Constituci n o en las leyes, podr  ocurrir por s , o por cualquiera a suó á í  

nombre, a la magistratura que se ale la ley, a fin de que sta ordene señ é  

guarden las formalidades legales y adopte de inmediato las providencias 

que  juzgue  necesarias  para  restablecer  el  imperio  del  derecho  y 

asegurar la debida protecci n del afectado. Indicando m s adelante queó á  

el mismo recurso, y en igual forma, podr  ser deducido en favor deá  

toda  persona  que  ilegalmente  sufra  cualquiera  otra  privaci n,ó  

perturbaci n  o  amenaza  en  su  derecho  a  la  libertad  personal  yó  

seguridad individual. La respectiva magistratura dictar  en tal caso lasá  

medidas  indicadas  en  los  incisos  anteriores  que  estime  conducentes 

para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protecci nó  

del afectado.
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De lo anterior es posible colegir que la presente acci n no buscaró  

evitar cualquier privaci n de libertad, sino aquella que sea arbitraria eó  

ilegal y que por lo tanto transforma este recurso en uno de car cterá  

extraordinario  y  en  consecuencia  sea  sta  la  nica  v a  posible  deé ú í  

restablecer el imperio del derecho.

Refiere que la resoluci n judicial recurrida de amparo, en lo queó  

compete a la privaci n de libertad del amparado, resolvi  decretar laó ó  

prisi n preventiva, en el marco de un debate sobre medida cautelar,ó  

raz n por la cual y habi ndose resuelto fundadamente como se diró é á 

m s adelante, se adopt  la decisi n conforme lo dispuesto en el art culoá ó ó í  

140 del C digo Procesal Penal, resoluci n que es del todo apelable, taló ó  

como lo indica el art culo 149 del mismo cuerpo legal, pero que siní  

perjuicio de ello,  la defensa ha optado por descartar  ese derecho y 

presentar esta acci n excepcional,  buscando con ello -a juicio de laó  

suscrita-  que  la  revisi n  de  esta  medida  cautelar  pueda  llegar  aló  

m ximo tribunal, creando de esta forma una tercera instancia, toda vezá  

que el ejercicio del recurso de apelaci n ordinario no se lo permite.ó

Lo  anterior  incluso  ya  ha  sido  zanjado  en  otros  tribunales 

superiores  del  pa s,  a  modo de  ejemplo  causa  rol  101-2016,  de  laí  

Ilustr sima Corte de Apelaciones de Concepci n que indica 4 .-Que sií ó °  

bien la acci n constitucional de amparo es de car cter amplia, lo ciertoó á  

es que aquella no puede sustituir el sistema procesal establecido en la 

ley y reemplazar los recursos previstos, como en este caso, el recurso de 

apelaci n  en contra de la  resoluci n  que mantiene una cautelar  deó ó  

prisi n  preventiva,  por  cuanto existe  un tribunal  superior  que tieneó  

facultades de revisi n acerca de lo resuelto por el rgano jurisdiccionaló ó  

de primer grado. En dichos t rminos, por lo dem s, esta Corte se haé á  

pronunciado  en  Recurso  de  Amparo  Rol  198-2015,  fallo  que  fue 

confirmado por la Excma. Corte Suprema el 24 de diciembre de ese 

a o,  en  causa  Rol  37.576-15.-Es por  todo lo  dicho que la  suscritañ  

entiende  respetuosamente  que  sta  no  resulta  la  v a  id nea  yé í ó  
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procedente para buscar dejar sin efecto la medida cautelar de prisi nó  

preventiva.

 EN  CUANTO  AL  FONDO  DE  LA  ACCI N  Y  SUSÓ  

FUNDAMENTOS

Se ala  que  sin  perjuicio  de  lo  dicho  precedentemente,  yñ  

debiendo  de  todas  formas  pronunciarse  sobre  el  fondo  del  asunto, 

corresponde hacerse cargo de cada una de las imputaciones efectuadas 

por la defensa, lo que resume en sus palabras como el acto arbitrario“  

e ilegal recurrido, con apariencia de resoluci n judicialó ”

EN CUANTO A LA INHABILIDAD DE LA SUSCRITA

En este punto la defensa entiende que por haber dispuesto la 

suscrita la orden de detenci n del imputado en virtud de lo dispuestoó  

en  el  art culo  127  del  C digo  Procesal  Penal,  se  encontrabaí ó  

inhabilitada para conocer y resolver la medida cautelar solicitada por el 

Ministerio P blico en atenci n a lo dispuesto en el art culo 196 n meroú ó í ú  

10  del  C digo  Org nico  de  Tribunales,  esto  es,  haber  el  juezó á  

manifestado  de  cualquier  modo  su  dictamen  sobre  la  cuesti nó  

pendiente, siempre que lo hubiere hecho con conocimiento de ella ,”  

toda vez que considera que la resoluci n de prisi n preventiva se tomó ó ó 

teniendo nica y exclusivamente en consideraci n la solicitud de ordenú ó  

de detenci n que precedi  a la misma.ó ó

Pues  bien,  de  un  mero  an lisis  cronol gico  de  la  audienciaá ó  

llevada  a  cabo  es  posible  desprender  que  la  suscrita  se  declaró 

competente  para  conocer  de  la  audiencia  de  control  de  detenci nó  

mucho  antes  incluso  de  la  formalizaci n  de  la  investigaci n  y  conó ó  

mayor  raz n  del  debate  sobre  medidas  cautelares,  tal  como  seó  

desprende del  registro  de  audio al  se alar  que sin  perjuicio  de loñ “  

dispuesto  en  el  art culo  196  n mero  10  del  C digo  Org nico  deí ú ó á  

Tribunales, y la interpretaci n laxa que le otorga la defensa, la suscritaó  

comparte  la  argumentaci n  del  querellante  en el  sentido de  que eló  

conocimiento y la decisi n de lo relativo al juicio dice relaci n con eló ó  

fondo.
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En este sentido la suscrita el d a de ayer dio cumplimiento a loí  

dispuesto en el art culo 73 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica yí ó í ú  

al art culo 131 del C digo Procesal Penal que obliga al juez que librí ó ó 

la orden de detenci n a controlar la detenci n el d a de hoy, haciendoó ó í  

suyo los argumentos del  Ministerio P blico en el  sentido de que laú  

interpretaci n que busca el  abogado defensor, no tendr a opci n deó í ó  

concurrir  en  un  tribunal  unipersonal  entendiendo  que  dicha…  

alegaci n  de  la  defensa  se  encuentra  abandonada  principalmenteó  

porque existe legislaci n especial y posterior al art culo 196 n mero 10ó í ú  

del C digo Org nico de Tribunales y que habilita a esta magistrado aó á  

llevar a cabo la presente audiencia . Lo anterior sumado a la ubicaci n” ó  

de la norma mencionada, esto es, con posterioridad a lo previsto en el 

art culo 127 del C digo Procesal Penal, hace aplicable aqu lla a esta,í ó é  

m xime considerando que la medida cautelar dispuesta en esta norma,á  

m s all  de la fundamentaci n en la existencia de un delito en que seá á ó  

le  impute  participaci n  al  detenido,  tiene  raz n  de  ser  en  que  suó ó  

comparecencia pueda verse demorada o dificultada , cuesti n que el“ ” ó  

Ministerio  P blico  fund  de  sobremanera  en  el  ac pite  b)  de  suú ó á  

presentaci n sobre la necesidad de asegurar a la persona del imputado,ó  

argumentos que fueron incluso ratificados por su defensa al indicar en 

audiencia tal como se indica en el registro de audio a prop sito de laó  

renuencia de su representado que indic  bueno, l tendr  sus razonesó “ é á  

para desconfiar de las instituciones . , corroborando en consecuencia,… ”  

que  por  sus  razones  no  confiar a  en  presentarse  a  los  actos  delí  

procedimiento.

Ahora bien, trat ndose de la falta de imparcialidad por haberá  

conocido  los  hechos  a  trav s  de  la  solicitud  presentada  por  elé  

Ministerio P blico el d a anterior, lo cierto es que dicha solicitud de 16ú í  

p ginas,  contiene  una  relaci n  de  5  hechos  que  se  le  imputan  alá ó  

amparado y se acompa aron 2 informes policiales que dan cuenta deñ  

las diligencias policiales llevadas a cabo, sin embargo el examen que se 

realiz  a dichos antecedentes  se hizo teniendo en vista  lo  dispuestoó  
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previamente,  es  decir,  si  se  le  imputaban  delitos  al  amparado,  el 

car cter  de  stos  y  que  ameriten  decretar  la  medida  cautelar  deá é  

apremio, pero por sobre todo si se reun an los requisitos del art culoí í  

127 del C digo Procesal Penal. Dicho pronunciamiento fundado, noó  

guarda  relaci n  alguna  con  el  examen  acucioso  que  se  hizo  paraó  

disponer la medida cautelar de prisi n preventiva, donde claramente eló  

an lisis es mucho mayor, cuesti n que incluso se ve corroborada en elá ó  

tiempo  de  exposici n  de  los  antecedentes  por  parte  del  Ministerioó  

P blico que abarc  m s de 50 minutos y en el tiempo de una hora queú ó á  

se  tom  la  suscrita  para  ponderarlos;  por  lo  que,  el  conocimientoó  

formal  de  los  hechos  y  circunstancias  que  motivan  la  orden  de 

detenci n,  no  inhabilita  al  juez  para  conocer  los  antecedentesó  

calificados  que  los  sustentan,  por  cuanto  el  an lisis  jur dico  queá í  

corresponde hacer  de  cada  situaci n  es  totalmente  distinto,  y  tieneó  

adem s distintos est ndares.á á

En cuanto a la vulneraci n de la garant a de Juez Natural, poró í  

haber conocido y ponderado hechos que conforme la Ley de Seguridad 

del Estado, no debieren haberse acumulado a la presente causa, si bien 

es  cierto  el  art culo  27  letra  b)  de  la  ley  12.927,  dispone  que  laí  

acumulaci n  de  investigaciones  s lo  tendr  lugar  si  en  ellas  seó ó á  

persiguen delitos previsto en esta ley, que podr a primar por sobre laí  

regla  general  de  agrupaci n  de  investigaci n  del  art culo  185  deló ó í  

C digo Procesal Penal, el tribunal no puede realizar un an lisis aisladoó á  

de las  normas que regulan el  procedimiento, cuesti n de la cual laó  

resoluci n  impugnada  se  hizo  cargo  al  indicar  en  su  considerandoó  

segundo  que  el  tribunal  no  puede  desconocer  el  art culo  159  del“ í  

C digo Org nico de Tribunales  que dispone que cuando se decidaó á  

investigar hechos conjuntamente continuar  conociendo de las gestionesá  

relativas  a  dichos  procedimientos  el  Juez  de  garant a  del  lugar  deí  

comisi n  del  primero  de  los  hechos  investigados,  norma  de  ordenó  

p blico que por s  sola le otorga competencia al tribunal para conocerú í  

de todos los hechos que han sido formalizados. A mayor abundamiento 
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corresponde tener en consideraci n a su vez la norma el art culo 164ó í  

del C digo Org nico de Tribunales la que al momento de regular laó á  

unificaci n  de  las  penas  para  que  sta  no  exceda  de  aquella  queó é  

hubiere correspondido de haberse juzgado conjuntamente los delitos, 

deja  entrever  que el  juzgamiento conjunto incluso es  m s  favorableá  

para el imputado en caso de condena.  Dicha argumentaci n sustenta” ó  

por  qu  pese  a  lo  indicado  por  la  norma  especial,  de  un  an lisisé á  

arm nico  de  las  normas  que  regulan  el  proceso,  el  tribunal  s  esó í  

competente para conocer de todos los hechos, sobre todo por si de 

dicha  interpretaci n  se  desprende  un  juzgamiento  m s  favorable  aló á  

imputado.

A mayor abundamiento y a n sin compartir los argumentos deú  

defensa, el tribunal al momento de ponderar la necesidad de cautela, 

incluso, se desprendi  de casi todos los delitos comunes imputados queó  

tienen pena alternativa de multa, limit ndose s lo a ponderar la penaá ó  

probable asignada a los delitos de la Ley de Seguridad del Estado y al 

hurto de madera, pero incluso desprendi ndose de este ltimo, lo ciertoé ú  

es que la sola pena asignada por ley a los delitos especiales, excede 

aquella que el imputado pudiere cumplir en libertad, raz n por la cualó  

a n cuando se estimare que el tribunal no es competente para conocerú  

de  esos  hechos,  porque  no  correspond a  la  agrupaci n  por  textoí ó  

expreso  y  fueron  cometidos  fuera  del  territorio  jurisdiccional  del 

tribunal,  la  necesidad  de  cautela  que  se  dio  por  concurrente  para 

conceder  la  medida  cautelar  m s  gravosa,  no  consider  las  penasá ó  

asignadas a esos delitos.

EN CUANTO A LA FALTA DE FUNDAMENTACI N DEÓ  

LA RESOLUCI N RECURRIDAÓ

La  recurrente  estima  que  para  acreditar  los  presupuestos 

materiales s lo se reprodujo parcialmente el contenido de la solicitudó  

de orden de detenci n, sin embargo yerra el defensor, al desatender loó  

razonado en el considerando cuarto, s ptimo y octavo de la decisi n, laé ó  

que se ala expresamente que se tuvieron a la vista videos y capturas deñ  
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pantalla de medios de comunicaci n, fotograf as, escuchas telef nicasó í ó  

reproducidas  en  audiencia,  georreferenciaciones  del  m vil  deló  

imputado,  antecedentes  que  por  su  naturaleza  claramente  no  se 

conten an en la petici n y que fueron exhibidos y reproducidos duranteí ó  

la audiencia a trav s de una presentaci n con una herramienta digitalé ó  

a la que tambi n tuvo acceso la defensa, por lo que lisa y llanamenteé  

falta a la verdad en este punto, toda vez que en sus alegaciones jam sá  

discuti  el hecho cierto de que quien profiri  las palabras, discursos yó ó  

entrevistas, fue su representado, no aleg  tampoco que los antecedentesó  

expuestos estuvieren alterados  o manipulados  por el  ente persecutor 

para  realizar  una  imputaci n  f ctica  falsa,  s lo  se  limit  a  repetiró á ó ó  

incesantemente que detr s de esto hab a una operaci n pol tica.á í ó í

Luego indica que la suscrita no fundament  suficientemente poró  

qu  estos  delitos  contra  el  orden  p blico,  no  ser an  de  aquellosé ú í  

comunes  que  indica  el  C digo  Penal,  pero  nuevamente  olvida  eló  

recurrente  que  de  aquello  s  se  hizo  cargo  el  tribunal  en  elí  

considerando  noveno  al  indicar,  m xime  si  de  los  antecedentes… á  

vertidos  en  audiencia  se  logr  presumir  que  el  imputado  incit  laó ó  

destrucci n  o  a  lo  menos  interrupci n  de  actividades  industrialesó ó  

agr colas  y  adem s  hizo  apolog a  de  un  sistema  que  propugna  laí á í  

violencia como medio para lograr cambios, esto es posible desprenderlo 

de sus dichos como que los gendarmes, los pacos y los fiscales son los“  

perros  del  sistema  dirigiendo  su  actuaci n  principalmente  -y  no” ó  

nicamente-  hacia las  forestales  ya que ellos  son los  que tienen elú “  

poder de dominaci n, ellos son los que tienen subordinada a toda estaó  

gente ,  demostrando  con  ello  que  el  cambio  social,  econ mico  y” ó  

pol tico  que  busca  lo  hace  a  trav s  de  la  violencia .  Dichaí é ”  

argumentaci n justifica por qu  estamos frente a un delito de la leyó é  

especial invocada por sobre un delito com n, toda vez que los dichos,ú  

maniobras y directrices que el imputado otorga a quienes lo siguen, 

tienen un sustrato ideol gico distinto, del que -por ejemplo- tiene unó  

adolescente que de manera circunstancial se une a una protesta y con 
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ello  obstaculiza  el  libre  tr nsito  en  una  ciudad.  Incluso  m s,  estaá á  

finalidad que claramente supera el conflicto entre particulares  que“ ”  

indica  el  recurrente  fue  refrendada  por  el  propio  defensor  en  su 

alegaci n sobre la ilegalidad de la detenci n al indicar seg n consta enó ó ú  

el registro de audio que su representado es werken y vocero de la“  

CAM,  una  de  las  organizaciones  del  pueblo  naci n  mapuche,  enó  

resistencia, en lucha abierta por el conflicto pol tico que existe entre elí  

Estado de Chile y el pueblo naci n mapucheó ”

De lo anterior se desprende que, pretender encasillar los hechos 

imputados  a  delitos  comunes,  pugna  incluso  contra  las  palabras 

indubitadas  del  imputado,  refrendadas  por  su  abogado  defensor  en 

audiencia.

Extra a  asimismo  al  defensor,  que  el  tribunal  no  hayañ  

reproducido el razonamiento que lo llev  a ligar los supuestos dichosó  

del imputado a los hechos acaecidos. Habi ndose ya hecho cargo deé  

que la defensa jam s aleg  alteraci n tecnol gica de los antecedentesá ó ó ó  

reproducidos en audiencia, no es posible menos que concluir en esta 

etapa procesal que el imputado profiri  esos dichos y en cuanto al nexoó  

causal, el recurrente nuevamente yerra, toda vez que el considerando 

sexto se hace cargo al  indicar  de  los  antecedentes  vertidos  en la…  

audiencia  es  posible  desprender  que la  instituci n  que  el  imputadoó  

lidera, dio fiel cumplimiento al llamado efectuado por ste, el que seé  

extendi  incluso a otras comunidades y Organizaciones de Resistenciaó  

Territorial, que incluso persiguen otros objetivos, tal como se desprende 

de sus propios dichos, raz n por la cual entiende el tribunal que eló  

nexo causal  entre  las  palabras  proferidas  y los  hechos se encuentra 

suficientemente acreditado.

Finalmente se ala tambi n que la suscrita no indic  la norma deñ é ó  

determinaci n  de  pena  que  utiliz  para  concluir  la  necesidad  deó ó  

cautela. En este punto si bien lleva la raz n la defensa al se alar queó ñ  

no se explicit  la norma legal utilizada, lo cierto es que no correspondeó  

en  esta  etapa  procesal  determinar  la  pena  que  le  corresponde  al 
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imputado, sino que s lo hacer una prognosis de sta, y para ello eló é  

tribunal otorg  en el considerando und cimo las reglas de la misma,ó é  

se alando la pena asignada al delito, el n mero de delitos que se leñ “ ú  

imputan,  consideraci n  de  la  extensi n  del  mal  causado  y  laó ó  

determinaci n de pena m s favorable  en el entendido que la vastaó á ”  

experiencia penal de los intervinientes en audiencia, hac a innecesarioí  

ADEM S reproducir las normas legales que habilitan realizar dichoÁ  

an lisis.á

Por ltimo indica que la resoluci n es de aquellas comprendidasú ó  

en el inciso final del art culo 36 del C digo Procesal Penal, esto es, unaí ó  

mera  relaci n  de  documentos,  medios  de  prueba  o  solicitudes,  sinó  

embargo de un liviano an lisis de la resoluci n se desprende que de losá ó  

11 considerandos,  s lo  2 constituyen la  parte  expositiva del  debate,ó  

centrando el resto de los 9 considerandos a ponderar los antecedentes 

tenidos  a  la  vista  y  reproducidos  en audiencia,  relacionarlo  con las 

exigencias  legales  de  la  medida  cautelar  solicitada  e  incluso 

fundamentar su an lisis en normas legales y principios jur dico-penalesá í  

que ni siquiera fueron se alados por los intervinientes en audiencia.ñ  

Yerra el defensor al entender que dar por reproducidos los argumentos 

de los intervinientes o que adem s de mencionar todos los antecedentesá  

expuestos en audiencia se haga hincapi  en alguno de ellos justamenteé  

para  fundar  la  resoluci n,  constituya  una  infracci n  al  deber  deó ó  

fundamentaci n, toda vez que es la misma norma cuya infracci n seó ó  

alega,  la  que en su inciso primero obliga a realizar  una exposici nó  

sucinta, ello por supuesto en relaci n con los principios de inmediaci nó ó  

y econom a procesal que fundan el sistema.í

En este sentido la jurisprudencia internacional que cita y que es 

conocida  por  el  tribunal,  incluso  apoya  la  fundamentaci n  de  laó  

resoluci n  recurrida,  por  cuanto  supone  como  Suficientes:  Paraó “  

disponer y mantener medidas como la prisi n preventiva deben existiró  

elementos probatorios suficientes que permitan suponer razonablemente 

que la persona sometida a proceso ha participado en el il cito que seí  
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investiga. Verificar este presupuesto material constituye un primer paso 

necesario para restringir el derecho a la libertad personal por medio de 

una medida cautelar, pues si no existiesen m nimamente elementos queí  

permitan  vincular  a  la  persona  con  el  hecho  punible  investigado, 

tampoco habr  necesidad de asegurar los fines del  proceso. Para laá  

Corte, la sospecha tiene que estar fundada en hechos espec ficos, estoí  

es, no en meras conjeturas o intuiciones abstractas”

Del  an lisis  de  los  antecedentes  expuestos  en  audiencia,  elá  

est ndar  exigido  por  la  CIDH  se  supera  latamente,  ya  que  losá  

elementos tenidos a la vista no son m nimos; ya que se cuenta coní  

videos  y  grabaciones  de  audio  exhibidos  en  audiencia  donde  el 

imputado profiere los dichos que fundan su formalizaci n, reportajes deó  

prensa que por su naturaleza son hechos p blicos y notorios que danú  

cuenta de la intenci n que existe detr s de las acciones que realiza laó á  

organizaci n que lidera, antecedentes materiales que -reitero- no fueronó  

rebatidos  por  la  defensa  como  falsos  o  adulterados,  sino  todo  lo 

contrario ratificados incluso por ste en audiencia, raz n por la cual laé ó  

resoluci n  recurrida  no  se  bas  en  meras  conjeturas  o  intuicionesó ó  

abstractas, sino en los dichos y la conducta del propio imputado.

Agrega que la resoluci n recurrida cumpli  con los par metrosó ó á  

dispuestos por el art culo 36, 122, 139 y 143 del C digo Procesal Penalí ó  

toda  vez  que  expres  sucintamente  (11  considerandos),  pero  conó  

precisi n, los motivos de hecho y de derecho en que se basaron lasó  

decisiones tomadas y que adem s en la parte dispositiva se enunciaroná  

8  normas  legales  que  sirvieron  de  sustento  a  la  misma.  Cuesti nó  

distinta  es  que  el  recurrente  no  comparta  los  fundamentos  de  la 

resoluci n,  para  lo  cual  debi  haber  recurrido  de  apelaci n,ó ó ó  

instrumento de impugnaci n id neo para el caso de marras.ó ó

EN CUANTO AL LUGAR DE CUMPLIMIENTO

Solo a fin de que Ssa. Ilma. lo tenga presente y m s all  de losá á  

fundamentos  jur dicos  y  reglamentarios  que  se  indicaron  en  laí  

resoluci n  que  dispuso  el  ingreso  del  imputado  al  Centro  deó  
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Cumplimiento Penitenciario de Biob o, octava regi n, una vez tomadaí ó  

la decisi n y antes de comunicarla, se tom  contacto con Gendarmer aó ó í  

de Chile a fin de no invadir sus facultades, y en m rito de lo expuestoé  

por  ellos,  en  especial  que  fue  motivado por  razones  de  seguridad“  

puesto que el CCP de Temuco es de mediana seguridad y el CDP de 

Angol  est  sobre  poblado.  El  CCP  de  Biob o,  cuenta  con  mayorá í  

seguridad,  hospital  penal,  y  est  en  la  regi n  donde  el  imputadoá ó  

mantiene su familia.  A adiendo que estar a en el m dulo 89, celda” ñ í “ ó  

individual, patio, comedor, ba os y cerca del hospital , cuesti n queñ ” ó  

fue coordinada previamente con las direcciones regionales de Biob o yí  

Araucan a, es que se tom  la decisi n fundada en ese sentido.í ó ó

As  analizados los antecedentes tenidos a la vista y adem s de loí á  

dispuesto en el art culo 140 del C digo Procesal Penal, la resoluci ní ó ó  

que  dispuso  la  prisi n  preventiva  del  amparado  fue  dictadaó  

debidamente  fundada  tanto  en los  antecedentes  de  hecho  como de 

derecho expuestos en audiencia, por lo tanto, no constituye el acto“  

arbitrario e ilegal recurrido, con apariencia de resoluci n judicial  queó ”  

imputa la defensa.

A  folio  N 11-2021  se  agreg  extraordinariamente  a  la  tabla,° ó  

compareciendo  a  la  vista  de  la  causa  el  letrado  que  inst  por  eló  

acogimiento del  recurso y los abogados representante del  Ministerio 

P blico y del Ministerio del Interior y Seguridad P blico que alegaronú ú  

por el rechazo de aquel, descartando la existencia de ilegalidad en la 

resoluci n y en el actuar de la sentenciadora recurrida.ó

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO: 

PRIMERO: Que, la acci n constitucional de amparo puede seró  

interpuesta  por  cualquier  individuo,  por  s  o  por  cualquiera  a  suí  

nombre tambi n en situaciones que ilegalmente sufra cualquier  otraé  

privaci n, perturbaci n o amenaza en su derecho a la libertad personaló ó  

y seguridad individual, distintas a las situaciones de arresto, detenci n oó  

prisi n, a fin de que la Corte de Apelaciones respectiva ordene que seó  

guarden las formalidades legales y adopte las providencias necesarias 
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para  restablecer  el  imperio  del  derecho,  asegurando  la  debida 

protecci n del afectado; lo cual guarda directa relaci n con la garant aó ó í  

constitucional  del  n mero  7  del  art culo  19  de  nuestra  Cartaú í  

Fundamental, esto es, el derecho a la libertad personal y a la seguridad 

individual.

SEGUNDO:  Que, de la lectura del recurso de amparo y del 

informe respectivo se desprende que la presente acci n constitucional seó  

dirige en contra de la decisi n de la Sra. Jueza Leticia Rivera Reyes,ó  

titular del Juzgado de Garant a de Temuco, de fecha veinticinco deí  

agosto de 2022, en virtud de la cual se decret  la prisi n preventiva deló ó  

amparado H ctor  Javier Llaitul  Carillanca,  ordenando su ingreso alé  

CCP de Biob o, Octava Regi n.í ó

Que  el  presente  recurso  se  basa  fundamentalmente  en  tres 

argumentaciones:

1.-  Encontrase  la  Magistrada  Inhabilitada  por  falta  de 

imparcialidad.

2.-  Ser  la  Magistrada  incompetente,  por  encontrarse  frente  a 

hechos ocurridos fuera del territorio, no agrupables.

3.- No contener la decisi n que orden  la prisi n preventiva laó ó ó  

fundamentaci n para adoptar dicha medida. ó

A continuaci n, se pasar  a analizar cada una de ellas. ó á

EN  CUANTO  A  LA  INHABILIDAD  Y  FALTA  DE 

IMPARCIALIDAD.

TERCERO: Que,  en  relaci n  a  la  alegaci n  referida  a  laó ó  

afectaci n  al  principio  del  Juez  imparcial,  fundado  en  que  laó  

Magistrada que decret  la prisi n preventiva es la misma que hab aó ó í  

librado la  orden detenci n  en contra del  amparado,  y por ende seó  

encontraba  inhabilitada  para  conocer  la  audiencia  de control  de  la 

misma, se debe tener presente, primeramente, lo dispuesto en el inciso 

primero del art culo 127 del C digo Procesal Penal, norma en que seí ó  

fund  la decisi n, que prescribe: Salvo en los casos contemplados enó ó “  

el art culo 124, el tribunal,  a solicitud del Ministerio P blico, podrí ú á 
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ordenar la detenci n del imputado para ser conducido a su presencia,ó  

sin previa citaci n, cuando de otra manera la comparecencia pudieraó  

verse demorada o dificultada.”

Por su parte, el art culo 131 del mismo cuerpo legal, en su incisoí  

primero establece: Cuando la detenci n se practicare en cumplimiento“ ó  

de una orden judicial, los agentes policiales que la hubieren realizado o 

el encargado del recinto de detenci n conducir n inmediatamente aló á  

detenido a presencia del Juez que hubiere expedido la orden. Si ello no 

fuere  posible  por  no  ser  hora  de  despacho,  el  detenido  podrá 

permanecer en el recinto policial o de detenci n hasta el momento deó  

la  primera  audiencia  judicial,  por  un  per odo  que  en  caso  algunoí  

exceder  las veinticuatro horas.á ”

Asimismo,  resulta  procedente  colacionar  lo  que  establece  en 

materia de competencia del Juez de garant a lo que norma el art culoí í  

70 del C digo del ramo, en cuanto dispone que aquel ser  el  llamadoó á “  

por  la  ley  a  conocer  las  gestiones  a  que  d  lugar  el  respectivoé  

procedimiento se pronunciar  sobre las autorizaciones judiciales previasá  

que  solicitare  el  Ministerio  P blico  para  realizar  actuaciones  queú  

privaren,  restringieren  o  perturbaren  el  ejercicio  de  derechos 

asegurados por la Constituci n. ,  siendo una de ellas  la petici n deó ” ó  

detenci n. A su vez, es por disposici n org nica que el se alado Juezó ó á ñ  

tiene  competencia  para  dirigir  personalmente  las  audiencias  que 

procedan,  como lo estatuye  el  art culo  14 del  C digo Org nico deí ó á  

Tribunales, entre ellas, la del art culo 132 del C digo Procesal Penal,í ó  

primera audiencia judicial del detenido, denominada com nmente deú  

control de detenci n, a la que le puede seguir la imputaci n de cargosó ó  

y  todas  aquellas  incidencias  que  los  intervinientes  planteen,  como 

imposici n de cautelares y la fijaci n de plazo para la indagatoria, loó ó  

que sucedi  en la especie, acerca de todo lo cual el mismo juzgadoró  

puede y debe pronunciarse cuando sea requerido.

CUARTO: Que,  analizando  dichos  art culos  en  suí  

contextualidad  se  desprende claramente  que el  mismo Juez  que ha 
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decretado la detenci n del imputado, puede controlar su legalidad, aló  

se alar que la orden se emite para ser llevado a su presencia  y queñ “ ”  

conducir n  inmediatamente  al  detenido  a  presencia  del  Juez  que“ á  

hubiere  expedido  la  orden .  Una  interpretaci n  diversa  llevar a  al” ó í  

absurdo de entender, por ejemplo, en un tribunal unipersonal, que el 

Juez que decret  la orden se encontrar a inhabilitado para conocer deó í  

la respectiva audiencia de control de la detenci n y dem s cuestionesó á  

accesorias mencionadas lo que no es tal.

QUINTO: Que,  a  mayor  abundamiento,  se  debe  tener 

presente  que  la  Sra.  Jueza  de  Garant a  rechaz  la  solicitud  deí ó  

recusaci n amistosa planteada por la defensa, no existiendo entoncesó  

causal legal de inhabilidad que la haya imposibilitado de conocer de la 

audiencia  de  fecha  25  de  agosto  de  2022,  m xime  si  el  an lisisá á  

efectuado por la Magistrada al momento de dar lugar a la detenci nó  

del amparado, dice relaci n con los presupuestos del art culo 127 deló í  

C digo Procesal Penal, situaci n diversa a la que contempla el art culoó ó í  

140 del mismo cuerpo legal, al establecer los requisitos para decretar la 

medida cautelar de prisi n preventiva. En efecto, en la audiencia deó  

formalizaci n el tribunal debe necesariamente o r tanto al Ministerioó í  

P blico y querellantes, como solicitantes de la prisi n preventiva, comoú ó  

al defensor del imputado que se opone a la misma, y la justificaci n deó  

su decisi n,  esto es,  la  procedencia de la  prisi n  preventiva,  ya noó ó  

puede efectuarse s lo mirando los antecedentes y argumentos de hechoó  

y derecho invocados por el peticionario, sino que, necesariamente, le 

imponen igualmente el deber de expresar las razones por las que los 

antecedentes y argumentos de la defensa no fueron v lidos,  tiles  oá ú  

suficientes para desvirtuar aqu llos. Los alcances y peso que revista laé  

justificaci n de la decisi n que decrete la prisi n preventiva depender nó ó ó á  

del tenor del debate, y no puede ser equiparado al examen efectuado 

al momento de resolver acerca de la detenci n de un imputado, dondeó  

debe  analizarse  un supuesto  completamente  diverso,  aquel  de  si  su 
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comparecencia puede verse  demorada o dificultada en el  evento de 

disponerse s lo su citaci n.ó ó

Se  trata  de  ex menes  que  persiguen  distintos  objetivos,  coná  

ponderaciones jur dicas y antecedentes diversos, y por ende, no puedeí  

estimarse que la Sra. Jueza recurrida haya manifestado de cualquier“  

modo su dictamen sobre la cuesti n pendiente, siempre que lo hubiereó  

hecho  con conocimiento de  ella ,  en  los  t rminos  de  la  causal  del” é  

art culo  196  N 10  del  C digo  Org nico  de  Tribunales  que  laí ° ó á  

recurrente ha sostenido infraccionada. Pues como bien expone en su 

informe en la audiencia respectiva se entregaron y exhibieron otros 

elementos de prueba que fueron introducidos en la discusi n la queó  

dur  unos 50 minutos, requiriendo un tiempo para sopesar estos m só á  

las argumentaciones de las partes y tomar la decisi n. ó

De lo expuesto, cabe asentar que no ha existido afectaci n aló  

principio de imparcialidad por parte de la sentenciadora de base.

EN CUANTO AL JUEZ NATURAL.

SEXTO: Que, respecto a la alegaci n referida a la afectaci nó ó  

al  derecho  al  Juez  natural,  se  coincide  con  el  razonamiento  de  la 

Magistrada recurrida,  en el  sentido de que es necesario  realizar  un 

an lisis arm nico de las normas que regulan la materia debatida. á ó

El articulo 27 letra b) de la Ley N 12.927 establece que: La° “  

acumulaci n  de  investigaciones  s lo  tendr  lugar  si  en  ellas  seó ó á  

persiguen delitos previstos en esta ley,”

Por su parte, el art culo 159 del C digo Org nico de Tribunalesí ó á  

prescribe en su inciso primero que: Si en ejercicio de las facultades“  

que la ley procesal penal confiere al Ministerio P blico, ste decidiereú é  

investigar  en  forma  conjunta  hechos  constitutivos  de  delito  en  los 

cuales,  de  acuerdo  al  art culo  157  de  este  C digo,  correspondiereí ó  

intervenir a m s de un Juez de garant a, continuar  conociendo de lasá í á  

gestiones relativas a dichos procedimientos el Juez de garant a del lugarí  

de comisi n del primero de los hechos investigados.ó ”
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A su vez, el art culo 185 del C digo Procesal Penal contempla laí ó  

facultad del fiscal de agrupar o separar investigaciones en los siguientes 

t rminos: El fiscal podr  investigar separadamente cada delito de queé “ á  

conociere. No obstante, podr  desarrollar la investigaci n conjunta deá ó  

dos  o  m s  delitos,  cuando ello  resultare  conveniente.  Asimismo,  ená  

cualquier momento podr  separar las investigaciones que se llevaren ená  

forma conjunta.”

As  entonces,  debe  tenerse  en  consideraci n  las  reglasí ó  que 

determinan la competencia en materias criminales entre tribunales de 

igual jerarqu a, en especial lo dispuesto en el art culo 157 del C digoí í ó  

Org nico de Tribunales,  á “Ser  competente para conocer de un delitoá  

el tribunal  en cuyo territorio se hubiere  cometido el  hecho que da 

motivo al juicio. 

El  juzgado  de  garant a  del  lugar  de  comisi n  del  hechoí ó  

investigado  conocer  de  las  gestiones  a  que  diere  lugar  elá  

procedimiento previo al juicio oral.

El delito se considerar  cometido en el lugar donde se hubiereá  

dado comienzo a su ejecuci n . ó ”

Y por ltimoú ,  en relaci n  a este cap tulo se puede citar a laó í  

Corte  Internacional  de  Derechos  Humanos  (CIDH)  que  ha 

manifestado:  Constituye  un  principio  b sico  relativo  a  la“ á  

independencia de la judicatura que toda persona tiene derecho a ser 

juzgada  por  tribunales  de  justicia  ordinarios  con  arreglo  a 

procedimientos  legalmente  establecidos.  El  Estado  no  debe  crear 

tribunales  que  no  apliquen  normas  procesales  debidamente‘  

establecidas para sustituir la jurisdicci n que corresponda normalmenteó  

a los tribunales ordinarios . Con esto se busca evitar que las personas’”  

sean  juzgadas  por  tribunales  especiales,  creados  para  el  caso,  o  ad 

hoc , lo que en este caso no sucede.”

De lo expuesto fluye que la circunstancia de haberse formalizado 

investigaci n por hechos que configurar an il citos de la Ley 12.927 y,ó í í  

adem s, de delitos contemplados en el C digo Penal, lo ha sido en elá ó  
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marco de facultades que la ley entrega al Ministerio P blico y que noú  

lesiona el  precepto aludido por la  recurrente de amparo,  junto con 

se alarse que la comunicaci n ha sido efectuada en presencia del juezñ ó  

competente, como lo exige la ley, entendi ndose una agrupaci n queé ó  

tiene coherencia con la necesaria tipificaci n de los il citos atribuidosó í  

conforme a sus respectivas descripciones.

EN  CUANTO  A  LA  FALTA  DE 

FUNDAMENTACI NÓ .

SEPTIMO: Que, en cuanto a la alegaci n sobre una supuestaó  

falta de fundamentaci n, esta Corte estima que la decisi n del Juzgadoó ó  

de Garant a de Temuco, en aquella parte en que se impuso la medidaí  

cautelar, es una materia que fue objeto de resoluci n judicial dictadaó  

por tribunal competente, en el ejercicio de sus facultades legales,  se 

encuentra  debidamente  fundada  y  fue  emitida  dentro  de  un 

procedimiento  d nde  el  amparado  es  parte,  encontr ndoseó á  

debidamente  representado,  citando  previamente  los  elementos 

probatorios  y  analizando  luego  la  Magistrada  en  los  considerandos 

S ptimo  y  Octavo  los  antecedentes  vertidos  en  la  audiencia,  paraé  

seguidamente en los motivos Noveno y D cimo dar respuestas a lasé  

alegaciones de la defensa, para en el considerando Und cimo teniendoé  

en consideraci n ó la pena asignada al delito, el n mero de delitos que seú  

le  imputan,  consideraci n  de  la  extensi n  del  mal  causado  y  laó ó  

determinaci n de pena m s favorable, tomar la decisi n de imponer laó á ó  

medida cautelar m s gravosa.á

“UND CIMO:É  Que finalmente trat ndose de la necesidad deá  

cautela establecida en la letra c) del art culo 140 del C digo Procesalí ó  

Penal,  si  bien  es  cierto  las  diversas  penas  asignadas  a  los  delitos  

formalizados, se inician en penas de simple delito, el tribunal no puede  

desconocer en esta etapa procesal, que el imputado debi  compareceró  

compulsivamente al tribunal, el n mero de delitos que se le imputan, elú  

car cter de los mismos, el que los hechos 3 y 4 fueron cometidos ená  

grupo o pandilla y la pena probable que arriesga el imputado, toda vez  
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que  a n  en  el  m s  acabado  an lisis  de  determinaci n  de  la  penaú á á ó  

favorable, incluso desatendiendo aquellas que tienen pena alternativa  

de multa, no es posible arribar a una pena menor que la de presidio  

mayor en su grado m nimo, que le impedir a el cumplimiento de laí í  

misma en libertad. Lo anterior sin considerar el mal causado, el que  

aun cuando no fuere parte del dolo del agente en teor a, lo cierto esí  

que la alegaci n efectuada por el representante de la v ctima sumado aó í  

las consecuencias de conocimiento p blico que estos hechos ocasionanú  

en la comunidad, es posible desprender que la libertad del imputado  

constituye un peligro para la seguridad de la sociedad y un peligro de  

fuga,” 

De lo dicho se advierte que no se trata de la sola enumeraci nó  

de  los  antecedentes,  como  se  reclama,  habi ndose  consignado  losé  

motivos de hecho y de derecho tenidos en consideraci n para tomar laó  

decisi n, dando explicaci n racional de los motivos para imponer laó ó  

medida de prisi n preventiva, considerando la insuficiencia de las otrasó  

medidas existentes, siendo clara en los antecedentes que justificaron su 

decisi n, no vislumbr ndose ninguna ilegalidad al decretar la privaci nó á ó  

de libertad del encausado. Estiman estos sentenciadores que se ha dado 

cumplimiento a lo dispuesto en los art culos 36,122, 139, 140 y 143í  

todos del C digo Procesal Penal. ó

OCTAVO: Que,  por  otra  parte,  debe  considerarse  la 

excepcionalidad de la acci n de amparo al momento de optar dentroó  

de la diversidad de recursos procesales que tanto la Constituci n comoó  

la Ley consagran en favor de quien pretende alzarse en contra de una 

resoluci n judicial, por cuanto como lo ha se alado la Excelent simaó ñ í  

Corte  Suprema  desde  hace  bastante  tiempo,  vb.gr.  en  causa  Rol 

N 4965-2013,   semejante  comprensi n  de  la  acci n  en  an lisis° “… ó ó á  

(recurso de amparo) supone la excepcionalidad de su procedencia si, 

como en el caso en an lisis, se pretende atacar resoluciones dictadasá  

por los tribunales de justicia en el ejercicio de sus competencias y de 

acuerdo al procedimiento fijado en la ley, sobre todo si ste contemplaé  
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mecanismos de impugnaci n de lo resuelto y que permiten al tribunaló  

designado por el ordenamiento jur dico procesal para la resoluci n deí ó  

los recursos que se deduzcan, el m ximo grado de conocimiento sobreá  

los  hechos,  con el  objeto de asegurar  la  sujeci n  de lo  decidido aló  

m rito del proceso y a la ley correspondiente. .é ”

NOVENO: Que, el debate en torno a la prisi n preventiva deló  

amparado se produjo dentro de un proceso judicial vigente, en el cual 

se  han  respetado  sus  garant as  y  se  han  observado  los  principiosí  

formativos del proceso penal, motivo por el cual no cabe analizar el 

acto recurrido sobre la base de alguna infracci n legal o constitucionaló  

que lo afecte, lo que impide a este Tribunal adquirir convicci n acercaó  

de la existencia de una privaci n, perturbaci n o amenaza ileg tima deló ó í  

derecho a la libertad personal del recurrente.

 EN CUANTO A LA PETICI N SUBSIDIARIA.Ó

DECIMO: Que, en cuando a la petici n subsidiaria, referida aló  

lugar  donde  el  amparado  debe  cumplir  con  la  medida  cautelar 

decretada,  consta  en  el  informe  de  la  Magistrado,  que,  en  forma 

previa, se tom  contacto con Gendarmer a de Chile y en m rito de loó í é  

expuesto  por  la  entidad,  en  cuanto  lo  decidido  fue  motivado  por“  

razones de seguridad puesto que el CCP de Temuco es de mediana 

seguridad y el CDP de Angol est  sobre poblado. El CCP de Biob o,á í  

cuenta con mayor seguridad, hospital penal, y est  en la regi n dondeá ó  

el  imputado  mantiene  su  familia.  A adi ndose  que  estar a  en  el” ñ é í “  

m dulo  89,  celda  individual,  patio,  comedor,  ba os  y  cerca  deló ñ  

hospital , cuesti n que fue coordinada previamente con las direcciones” ó  

regionales de Biob o y Araucan a.í í

DECIMO  PRIMERO:  Que, el art culo 6 N 13 de la Leyí °  

Org nica  Constitucional  de  Gendarmer a,  Decreto  Ley  N 2859,á í °  

establece  como  obligaci n  y  atribuci n  del  Director  Nacional  deó ó  

Gendarmer a la de "Disponer y se alar el establecimiento donde losí ñ  

detenidos  e  imputados  deben  permanecer  privados  de  libertad, 

recabando la autorizaci n del Juez competente cuando deban salir deló  
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territorio  jurisdiccional  del  tribunal  de  la  causa .  Esta  facultad  de”  

Gendarmer a  fue  reconocida  como  exclusiva  por  la  Excelent simaí í  

Corte  Suprema  en  Acuerdo  de  Pleno  (AD-1303-2007)  de  14  de 

diciembre de 2007, reiterado por acuerdo de 24 de julio de 2019, a 

trav s del cual orden  instruir a los Tribunales de Garant a, de Juicioé ó “ í  

Oral en lo Penal, de Letras con competencia en Garant a y del Crimení  

del pa s que se abstengan disponer el ingreso de imputados a un centroí  

penitenciario determinado, labor que corresponde a Gendarmer a deí  

Chile precisar e informar al Tribunal, debiendo reservar esta decisi nó  

s lo  a  casos  excepcionales  y  por  motivos  fundados  que  deben  seró  

explicitados  en  la  resoluci n  del  respectivo  tribunal,  coordin ndoseó á  

previamente con Gendarmer a para su cumplimiento .í ”

Cabe agregar que el M ximo Tribunal ha reiterado este criterio,á  

como aparece de la sentencia pronunciada en autos ROL 50.775-2022, 

en cuanto asienta que la decisi n adoptada por el juzgado de garant aó í  

lo  fue   “ en  consideraci n  lo  informado  por  Gendarmer a,  queó í  

conforme a las facultades previstas en los art culos 1 y 6 N  12 de laí °  

Ley Org nica de esa instituci n y por razones de seguridad.. .á ó ”

DECIMO SEGUNDO: Que, por su parte, el Decreto N 518°  

Reglamento  de  Establecimientos  Penitenciarios  en  su  art culo  28“ ” í  

incisos 1  y 2  se se ala que: Por Resoluci n fundada del Director° ° ñ “ ó  

Nacional,  quien  podr  delegar  esta  facultad  en  los  Directoresá  

Regionales, ser n ingresados o trasladados a departamentos, m dulos,á ó  

pabellones  o  establecimientos  especiales,  los  penados  cuya  situaci nó  

haga necesaria la adopci n de medidas dirigidas a garantizar la vida eó  

integridad f sica o ps quica de las personas y el orden y seguridad delí í  

recinto.

 Estas medidas podr n adoptarse en raz n de la reincidencia,á ó  

tipo  de  delito,  de  reiteradas  infracciones  al  r gimen  normal  de  losé  

establecimientos penitenciarios, de requerimientos sanitarios, y de otros 

antecedentes de car cter t cnico que las hagan necesarias.á é ”
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DECIMO  TERCERO:  Que,  entonces,  la  resoluci nó  

recurrida, en el punto cuestionado, fue dictada respetando la legislaci nó  

vigente,  y  se  limit  a  decretar  el  ingreso  del  amparado,  previaó  

coordinaci n del Tribunal con Gendarmer a de Chile, de acuerdo a lasó í  

facultades exclusivas que sta tiene sobre la materia, decisi n que seé ó  

encuentra  debidamente  fundada  en  virtud  de  los  antecedentes 

expuestos, obedeciendo la misma a razones de seguridad y arraigo del 

amparado.

Por estas consideraciones y visto, adem s,  lo establecido en elá  

Auto  Acordado  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia  sobre 

tramitaci n  y  fallo  del  Recurso  de  Amparo,  seó  declara que SE 

RECHAZA,  el  deducido a  lo  principal  por  don Rodrigo  Rom ná  

Ando e,  defensor  penal  privado,  en  representaci n  de  HECTORñ ó  

JAVIER LLAITUL CARRILLANCA.

Redacci n de la ministra (S) Viviana Ibarra Mendoza.ó

Reg strese.í

Rol N  ° Amparo-220-2022 (pvb).
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Pronunciada por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Temuco, integrada por su Presidenta Ministra Sra.

María Georgina Gutiérrez Aravena, Ministra (S) Sra. Viviana Ibarra Mendoza y abogado integrante Sr. Francisco

Ljubetic Romero. Se deja constancia que el abogado integrante Sr. Francisco Ljubetic Romero, no firma la sentencia

que antecede, no obstante haber concurrido a la vista y acuerdo de la presente causa, por encontrarse ausente.

En Temuco, a tres de septiembre de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 02 de abril de 2022, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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